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N/REF: 138764/2016

Se  solicita  la  opinión  de  esta  Agencia  sobre  diversas  cuestiones  en
relación  con  la  aplicación  de  lo  previsto  en  la  Ley  Orgánica  15/1999  y  la
necesidad  de  consentimiento  para  la  comunicación  de  datos  al  Tribunal
consultante en el marco de un procedimiento por parte de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria y de la Administración Tributaria de una Comunidad
Autónoma. 

En particular se consulta si el artículo 11.2.a de la Ley Orgánica 15/1999
es de aplicación también a los datos obtenidos por la Administración Tributaria
y si puede exigirse consentimiento del titular de datos de carácter personal para
ceder datos a un Juzgado o Tribunal que así lo ha acordado cuando existe una
norma  con  rango  de  Ley  que  autorice  la  cesión  de  datos.  Se  consulta,
asimismo, si el artículo 328 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto obliga
imperativamente a la parte litigante a facilitar los documentos que tenga en su
poder de que no disponga la parte contraria constituye uno de los supuestos en
los  que  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  11.2.a  de  la  Ley  Orgánica
15/1999  no  es  exigible  el  consentimiento  del  titular,  que  es  parte  en  el
procedimiento civil en que se acuerda el medio de prueba, para que terceros
(entre  ellos  las  Administraciones  Públicas)  que  dispongan  de  información
contenida en los propios documentos del titular, como lo son sus declaraciones
de  operaciones  con  terceros,  pueda  comunicar  dicha  información,  aun
conteniendo datos de carácter personal al Tribunal que acordó la práctica del
medio de prueba.  Y por último, si, en consecuencia, debe interpretarse que las
Administraciones  Tributarias  no  pueden  fundar  una  negativa  a  facilitar  al
Tribunal copia de las declaraciones tributarias y documentos presentados por
quien  es  parte  en  un  procedimiento  civil  en  aplicación  de  la  normativa  de
protección  de  datos  de  carácter  personal  ni  exigir  el  consentimiento   del
litigante para facilitar dichos datos al Tribunal

I

Como punto de partida, es preciso indicar que esta Agencia no es la
única  autoridad  de  control  encargada  de  velar  por  el  cumplimiento  de  la
normativa de protección de datos. Cabe así  recordar que la competencia de
esta  Agencia  se  ha visto  afectada como consecuencia  de la  Sentencia  del
Tribunal  Supremo  de  2  de  diciembre  de  2011,  recaída  en  el  recurso  de
casación 2706/2008, frente a la sentencia de la Audiencia Nacional de 20 de
febrero  de  2008,  que  a  su  vez  desestimaba  el  recurso  interpuesto  contra
resolución de esta Agencia que declaraba la infracción por el Juzgado de lo
Contencioso Administrativo nº 1 de A Coruña, de lo dispuesto en el artículo 10
de la Ley Orgánica 15/1999.
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Dicha  sentencia, en esencia, niega la competencia de esta Agencia en
relación con el control del cumplimiento de la Ley Orgánica 15/1999 por parte
de los órganos jurisdiccionales, considerando que tal competencia recae en el
Consejo general del Poder Judicial. En este sentido, su fundamento de derecho
tercero señalaba lo siguiente:

“La  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial  dedica  fundamentalmente  un
precepto a la protección de datos de carácter personal. Se trata del art.
230, ubicado en el Título III ("De las actuaciones judiciales") del Libro III,
que habilita en su apartado primero a Juzgados y Tribunales a utilizar
cualesquiera  medios  técnicos,  electrónicos,  informáticos  y  telemáticos,
para  el  desarrollo  de  su  actividad  y  ejercicio  de  sus  funciones,  con
sujeción a la normativa de protección de datos.  En dicho precepto  se
establece  además  el  deber  de  salvaguardar  en  todo  momento  la
confidencialidad, privacidad y seguridad de los datos de carácter personal
contenidos  en  los  ficheros  judiciales.  Estos  deberes  jurídicos,  cuyos
principales destinatarios son los propios Jueces y Magistrados, resultan
obligados desde el reconocimiento de la protección de datos personales
como derecho fundamental de la persona en la STC 292/2000 e inciden
en la actuación de los Tribunales de muy diversas maneras, máxime si se
tiene en cuenta que la legislación española y europea en general contiene
una  amplísima  definición  de  lo  que  se  entiende  por  dato  personal
(cualquier  información  concerniente  a  personas  físicas  identificadas  o
identificables). En definitiva, los  datos de carácter personal forman parte
consustancial  de  la  actividad  jurisdiccional,  sirven  de  base  para  el
funcionamiento  de  determinados  ficheros  judiciales  y  otros  registros
públicos de uso judicial y permiten llevar a cabo diligencias fundamentales
para la investigación criminal, lo que plantea situaciones especialmente
complejas,  dado  que  pueden  verse  afectados  otros  derechos
fundamentales, como sucede por ejemplo, en el acceso a los datos de
tráfico en las comunicaciones electrónicas,  a ficheros policiales o a la
historia clínica. En todos estos supuestos, las posibilidades de actuación
judicial en relación con los datos personales son ciertamente amplias, de
ahí que tenga especial sentido el mandato de confidencialidad, privacidad
y seguridad contenido en el art. 230 LOPJ.

Pero este precepto orgánico no se limita a ser simple recordatorio
de los principios que deben regir la actividad de Jueces y Magistrados en
virtud del derecho fundamental a la protección de datos. Hace algo más,
apodera al Consejo General del Poder Judicial para dictar un Reglamento
en el que se determinarán los requisitos y demás condiciones que afectan
al  establecimiento  y  gestión  de  los  ficheros  automatizados  que  se
encuentren bajo responsabilidad de los órganos judiciales de forma que
se asegure el cumplimiento de las garantías y derechos establecidos en
la  legislación  de  protección  de  datos  de  carácter  personal.  Este
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apoderamiento  aparece  además  reiterado  en  el  art.  107.10,  inciso
segundo,  de  la  LOPJ,  con  la  finalidad  de  asegurar  también  el
cumplimiento  de  la  legislación  en  materia  de  protección  de  datos
personales  en  la  elaboración  de  libros  electrónicos  de  sentencias,
recopilación de las mismas, su tratamiento, difusión y certificación, para
velar  por  su  integridad,  autenticidad  y  acceso.  Serán  estas  normas
jurídicas  reglamentarias  dictadas  por  el  CGPJ  en  virtud  de  los
apoderamientos contenidos en el art. 230 y 107.10 de la LOPJ las que
modularán  y  adaptarán  el  sistema  de  protección  al  ámbito  judicial,
introduciendo mecanismos de garantía específicos y fijando la extensión y
límites  de  los  derechos  propios  de  este  sistema  jurídico  -acceso,
rectificación,  cancelación,  etc...-   que  la  legislación  general  (LOPD)
reconoce a los afectados, es decir a todas aquellas persona físicas que
sean titulares de los datos que sean objeto de tratamiento en el ámbito de
la  Administración  de  Justicia.  Es  pues  el  Consejo  General  del  Poder
Judicial al que la LOPJ encarga de la función tuitiva en esta materia no
solo por razón del apoderamiento reglamentario al que el art. 230 hace
referencia, sino también por tener atribuidas con carácter exclusivo las
potestades  precisas  para  el  necesario  control  de  la  observancia  de
derechos  y  garantías,  pues  solo  al  órgano  de  gobierno  judicial
corresponde la inspección de Juzgados y Tribunales (art. 107.3 LOPJ).

Además, en línea con lo que estamos exponiendo, el contenido
del art. 230 cobra pleno sentido si tenemos en cuenta que cuando fue
incorporado el  precepto  en su  redacción  actual  a  la  LOPJ por  la  Ley
Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre, la norma que estaba vigente en
materia de protección de datos era la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de
octubre,  de Regulación del  Tratamiento Automatizado de los Datos de
Carácter Personal. (vigente hasta el 14 de enero de 2000), norma que
excluía directamente en su Disposición Adicional Primera la aplicación de
los  Títulos  dedicados  a  la  Agencia  de  Protección  de  Datos  y  a  las
Infracciones y Sanciones  respecto de los ficheros automatizados de los
que  eran  titulares  las  Cortes  Generales,  el  Defensor  del  Pueblo,  el
Tribunal de Cuentas, el Consejo General del Poder Judicial y el Tribunal
Constitucional, exclusión que se justificaba no solo en el hecho de que se
trate  de  órganos  constitucionales  diferenciados  del  Gobierno  y  de  la
Administración sino también porque, como poderes del Estado, gozan de
una  garantía  constitucional  de  independencia  respecto  del  poder
ejecutivo, poder público en el que, como ya dijimos, se enmarca orgánica
y funcionalmente la Agencia Española de Protección de Datos, aunque lo
sea  con  un  estatuto  de  independencia  de  su  Director  respecto  del
Gobierno. Además, por lo que se refiere en concreto al Consejo General
del Poder Judicial y a su ámbito de gobierno, la exclusión del poder de
decisión de la Agencia se justificaba entonces -y ahora-  por una razón
añadida a la ya expuesta, aunque nada se diga en la vigente LOPD, y es
que  tiene  singularmente  reconocida  la  función  tutelar  en  materia  de
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protección  de  datos  de  carácter  personal  en  relación  con los  ficheros
judiciales por formar parte de su ámbito de gobierno interno, función que
se  justifica  en  la  necesidad  de  preservar  los  principios  de  unidad  e
independencia de la organización judicial a que se refiere el art. 104 de la
LOPJ y que impide cualquier tipo de  intromisión o injerencia por parte de
una autoridad administrativa.

La existencia de estas limitaciones a las potestades de la Agencia
Española de Protección de Datos por razón de la específica naturaleza de
órgano  susceptible  de  supervisión  no  es  incompatible  con  el  sistema
europeo de protección recogido en la Directiva 95/46/CE, del Parlamento
y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a
la libre circulación de estos datos, pues ninguno de sus preceptos obliga a
la existencia en cada Estado miembro de una sola Autoridad de Control
que monopolice o concentre esta función, encargándose la propia LOPD,
que transpone la Directiva, de desmentir todo pretendido monopolio de la
Agencia al prever en su texto (art. 41) la coexistencia de varias de ellas
en territorio nacional (la estatal y las autonómicas) para supervisar a las
propias Administraciones Públicas.

Sirva de complemento argumental a lo que llevamos dicho hasta
ahora el propio sistema europeo de supervisión en materia de protección
de  datos  de  carácter  personal  en  las  instituciones  comunitarias.  El
Reglamento (CE) nº 45/2001, del Parlamento Europeo y del Consejo por
el que se crea el Supervisor Europeo de Protección de Datos, al regular
sus funciones, establece en el  art.  46 que le corresponde supervisar y
asegurar  la  aplicación  del  Reglamento  y  de  cualquier  otro  acto
comunitario relacionado con la protección de las personas físicas en lo
que  respecta  al  tratamiento  de  datos  personales  por  parte  de  una
institución  u  organismo  comunitario,  con  excepción  del  Tribunal  de
Justicia de las Comunidades Europeas cuando actúe en el ejercicio de
sus funciones jurisdiccionales.

El propio Consejo General del Poder Judicial, con posterioridad a
la  LOPD,  ha  ratificado  su  competencia  en  esta  materia  en  virtud  del
apoderamiento del art. 230 LOPJ al aprobar el  Reglamento 1/2005, de 15
de septiembre, de los Aspectos Accesorios de las Actuaciones Judiciales.
Este  Reglamento  dedica  su  Título  V,  en  desarrollo  del  art.  230  de  la
LOPJ,  a  regular  el  establecimiento  y  gestión  de  los  ficheros
automatizados  bajo  responsabilidad  de  los  órganos  judiciales,
comprendiendo  tanto  los  ficheros  de  datos  automatizados  de  carácter
personal  dependientes  de  los  Juzgados  y  Tribunales  como  los  del
Consejo General del Poder Judicial, e incluyendo también en su ámbito
tanto  los  ficheros  jurisdiccionales  (aquellos  que  incorporan  datos  de
carácter personal que deriven de actuaciones jurisdiccionales), como los
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ficheros no jurisdiccionales o gubernativos (aquellos que incorporan datos
de carácter personal que deriven de los procedimientos gubernativos así
como los que, con arreglo a las normas administrativas aplicables, sean
definitorios  de  la  relación  funcionarial  o  laboral  de  las  personas
destinadas en tales órganos y de las situaciones e incidencias que en ella
acontezcan) y a todos ellos sitúa bajo el control del Consejo General del
Poder Judicial  con sujeción a un régimen específico de tutela ante los
órganos de gobierno interno, mediante la articulación del correspondiente
sistema  de  reclamaciones  y  recursos,  en  cuanto  al  ejercicio  de  los
derechos de acceso, rectificación y cancelación. Régimen de protección
del que es ajeno la Agencia Española de Protección de Datos, a la que no
se  reconoce  facultades  de  intervención,   correspondiendo  éstas  a  los
órganos de gobierno judicial.”

En la actualidad, el  artículo 236 nonies de la Ley Orgánica 6/1985, de 1
de julio, del Poder Judicial, añadido por la  Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio,
dispone  lo siguiente: 

 
“1.  Las  competencias  que  la  Ley  Orgánica 15/1999,  de 13  de

diciembre, atribuye a la Agencia Española de Protección de Datos, serán
ejercidas,  respecto  de  los  tratamientos  efectuados  con  fines
jurisdiccionales y los ficheros de esta naturaleza, por el Consejo General
del Poder Judicial.

2.  Los  tratamientos  de  datos  llevados  a  cabo  con  fines  no
jurisdiccionales y sus correspondientes ficheros quedarán sometidos a la
competencia de la Agencia Española de Protección de Datos, prestando
el Consejo General del Poder Judicial a la misma la colaboración que al
efecto precise.”

El  artículo  236  ter.  de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  Judicial,  añadido
igualmente  por  la  Ley  Orgánica  772015,  define  los  tratamientos  con  fines
jurisdiccionales de la siguiente forma:

  “1. Los Tribunales podrán tratar datos de carácter personal con fines
jurisdiccionales o no jurisdiccionales. En el primer caso, el tratamiento se
limitará a los datos en tanto se encuentren incorporados a los procesos
de que conozcan y su finalidad se relacione directamente con el ejercicio
de la potestad jurisdiccional.

2.  Los  Tribunales  mantendrán,  con  pleno  respeto  a  las  garantías  y
derechos establecidos en la normativa de protección de datos de carácter
personal, los ficheros que resulten necesarios para la tramitación de los
procesos que en ellos se siguen, así como los que se precisen para su
adecuada gestión.
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Dichos ficheros se clasificarán en jurisdiccionales y no jurisdiccionales
atendiendo a la naturaleza del tratamiento de los datos que los integran.”

II

No obstante  lo  anteriormente  expuesto,   teniendo en cuenta  que los
datos  se  solicitan  de  la  Agencia  Estatal  de  Administración  Tributaria  y  de
Administración Tributaria Canaria, que sí se encuentran sometidas al control de
esta  Agencia  Española  de Protección  de Datos,  cabe examinar  la  cuestión
planteada, sin perjuicio de la respuesta que pudiera darse, en su caso,  por el
Consejo General del Poder Judicial. 

Asimismo, la respuesta de esta Agencia se encuentra limitada, en razón
igualmente de las competencias que la misma ostenta, a la cesión de datos de
carácter personal tal y como éstos se encuentran definidos en la Ley Orgánica
15/1999.

Cabe así indicar  que, con carácter general, los artículos 1 y 2 de la Ley
Orgánica 15/1999 extienden su protección a los derechos de los ciudadanos en
lo  que  se  refiere  al  tratamiento  de  sus  datos  de  carácter  personal,  siendo
definidos éstos en el artículo 3.a) de dicha Ley  como “cualquier información
concerniente a personas físicas identificadas o identificables.” 

Debe así señalarse que, como ésta Agencia ha venido reiterando en sus
informes, la protección conferida por la Ley Orgánica 15/1999 no es aplicable a
las  personas  jurídicas.  Esta  interpretación  se  plasma  expresamente  en  el
Reglamento de desarrollo de dicha Ley, aprobado por Real Decreto 1720/2007,
de 21 de diciembre,  que en su artículo 2.2 establece que “Este reglamento no
será aplicable a los tratamientos de datos referidos a personas jurídicas,(…)”.
Por consiguiente, solamente estará sujeta a las previsiones de la Ley Orgánica
15/1999 el tratamiento y comunicación de datos relativos a  personas físicas. 

Asimismo, en lo que se refiere a los empresarios individuales, el artículo
2.3  del  citado  Reglamento  dispone  que  “Asimismo,  los  datos  relativos  a
empresarios individuales, cuando hagan referencia a ellos en su calidad de
comerciantes,  industriales  o  navieros,  también  se  entenderán  excluidos  del
régimen de aplicación de la protección de datos de carácter personal.”

Esta Agencia se ha pronunciado en informe de 18 de febrero de 2008,
respecto a la interpretación que debe darse a dicho precepto, en el  que se
señalaba que si bien  las previsiones de la Ley Orgánica 15/1999 no serían de
aplicación  a  los  datos  referidos a  personas jurídicas,  en  caso  de datos  de
empresarios individuales la solución no puede ser terminante en uno o en otro
sentido,  de  forma  que  si  la  información  se  refiere  a  profesionales  o  a
comerciantes individuales, que no tengan organizada su actividad profesional
bajo la forma de persona jurídica, habría de tenerse en cuenta lo establecido
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por ésta Agencia Española de Protección de Datos, en su Resolución de 27 de
febrero de 2001,  en cuyo Fundamento Jurídico II se indicaba lo siguiente:

“...  la  protección  conferida  por  la  Ley  Orgánica  15/1999,  de  13  de
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal,  no es aplicable a
las  personas  jurídicas,  que  no  gozarán  de  ninguna  de  las  garantías
establecidas  en  la  Ley,  y  por  extensión  lo  mismo  ocurrirá  con  los
profesionales  que  organizan  su  actividad  bajo  la  forma  de  empresa
(ostentando,  en  consecuencia  la  condición  de  comerciante  a  la  que  se
refieren los artículos primero y siguientes del Código de Comercio) y con los
empresarios individuales que ejercen una actividad comercial y respecto de
las  cuales  sea  posible  diferenciar  su  actividad  mercantil  de  su  propia
actividad privada, estando en el primer caso excluidos también del ámbito
de aplicación de la Ley Orgánica 15/1999.

En definitiva pues, tanto las personas jurídicas como los profesionales y
los  comerciantes  individuales  (éstos  dos  últimos  sólo  en  los  estrictos
términos señalados en el párrafo que antecede, esto es, cuando sus datos
hayan sido tratados tan sólo en su consideración de empresarios) quedan
fuera del manto protector de la Ley Orgánica 15/1999. 

A  contrario  sensu,  tanto  los  profesionales  como  los  comerciantes
individuales  quedarían  bajo  el  ámbito  de  aplicación  de  la  Ley  Orgánica
15/1999 y, por tanto, amparados por ella cuando los primeros no tuvieran
organizada  su  actividad  profesional  bajo  la  forma  de  empresa,  no
ostentando, en consecuencia, la condición de comerciante (es el caso de
los profesionales liberales cuyas actividades están expresamente excluidas
del ámbito de aplicación de la Ley Básica 3/1993 por su artículo 6) y los
segundos cuando no fuera posible diferenciar su actividad mercantil de la
propia actividad privada. En estos dos casos deberán aplicarse siempre las
garantías de la Ley Orgánica 15/1999 dada la naturaleza fundamental del
derecho a proteger. Ello exigirá siempre ir analizando caso por caso para
hallar en cada supuesto concreto el límite fronterizo donde resulte afectado
el  derecho  fundamental  a  la  protección  de  datos  de  los  interesados
personas físicas, o, por el contrario, aquél no resulte amenazado por incidir
tan solo en la esfera de la actividad comercial  o empresarial, teniendo en
todo  caso  presente  que,  en  caso  de  duda,  la  solución  deberá  siempre
adoptarse a favor de la protección de los derechos individuales”.
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Señalaba asimismo el aludido informe de 18 de febrero de 2008 que “Al
propio  tiempo,  el  tratamiento  ha  de  llevarse  a  cabo  en  el  ámbito
empresarial. Quiere ello decir que a los efectos del tratamiento de los datos,
la finalidad perseguida por quien trata el dato es la de recabar y mantener
información  sobre  la  empresa  y  no  sobre  el  comerciante  que  la  ha
constituido.

Así,  el  tratamiento  de  los  datos  del  empresario  individual,  con  las
limitaciones  que  se  han  venido  señalando,  para  mantener  una  relación
comercial con el mismo, podría encontrarse amparado por el artículo 2.3 del
Reglamento, en conexión con las normas de la Ley Orgánica 15/1999 que
se han venido indicando. 

Sin embargo,  no podrá considerarse amparado por el  precepto, y en
consecuencia  excluido  de  la  aplicación  de  la  Ley  Orgánica  15/1999,  el
tratamiento de los datos del comerciante llevado a cabo no con la finalidad
de mantener una relación empresarial con el establecimiento u organización
que el mismo hubiera creado, sino para conocer la información del propio
sujeto  organizado  en  forma  de  empresa,  siendo  el  destinatario  del
tratamiento no la empresa sino el propio empresario en tanto, por ejemplo,
que consumidor individual.”

Concluía así el informe aludido respecto del  alcance de lo dispuesto
en el artículo 2.3 del Reglamento:

-  Cabrá  considerar  que  la  legislación  de  protección  de  datos  no  es
aplicable en los supuestos en los que los datos del comerciante sometidos
a tratamiento hacen referencia únicamente al  mismo en su condición de
comerciante, industrial o naviero; es decir, a su actividad empresarial.

- Al  propio tiempo, el  uso de los datos deberá quedar  limitado a las
actividades empresariales;  es decir,  el  sujeto respecto del  que pretende
llevarse a cabo el tratamiento es la empresa constituida por el comerciante
industrial o naviero y no el empresario mismo que la hubiese constituido. Si
la utilización de dichos datos se produjera en relación con un ámbito distinto
quedaría plenamente sometida a las disposiciones de la Ley Orgánica.”
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Por otra parte, en lo que se refiere a los profesionales autónomos debe
señalarse que  esta Agencia ha manifestado reiteradamente que existe una
diferencia  entre  aquéllos  y  el  empresario  individual,  de  forma  que  los
profesionales autónomos sólo quedarían excluidos de la aplicación de la Ley
Orgánica 15/1999 en caso de que  los mismos organicen su actividad en forma
de empresa.

En este sentido se pronunciaba ya la Resolución de 27 de febrero de
2001, en el que se señalaba que a los profesionales  les sería aplicable la Ley
Orgánica 15/1999 “cuando no tuvieran organizada su actividad profesional bajo
la  forma  de  empresa,  no  ostentando  en  consecuencia  la  condición  de
comerciante (es el caso de los profesionales liberales cuyas actividades están
expresamente excluidas del ámbito de aplicación de la Ley Básica 3/1993 por
su artículo 6).”

Es éste también el criterio de la Audiencia Nacional que en sentencia de
21 de noviembre de 2002 considera aplicable la normativa de protección de
datos vigente en el momento a profesionales liberales indicando que “aquellos
datos se refieren a profesionales que no ejercen su actividad bajo forma de
empresa, no ostentando en consecuencia la condición de comerciantes a la
que se refieren los artículos primero y siguientes del Código de Comercio.” 

Por consiguiente, la Ley Orgánica 15/1999 no resultará de aplicación ni a
las personas jurídicas ni a los empresarios individuales cuando los tratamientos
se refieran a ellos en su condición de comerciante, industrial o naviero, por lo
que las  comunicaciones de datos  solicitadas por  el  Tribunal  que efectúa la
consulta referidas a estas categorías no pueden ser objeto del presente informe
toda vez que esta Agencia carece de competencia para pronunciarse respecto
de ellas.

III

En  aquellos  supuestos  en  que  los  datos  a  comunicar  se  refieran  a
personas  físicas  a  las  que  se  extiende  la  protección  de  la  Ley  Orgánica
15/1999,  dicha  comunicación  constituirá  una  cesión  de  datos  de  carácter
personal, definida en el artículo 3 i) de la Ley Orgánica 15/1999 como “Toda
revelación de datos realizada a  una persona distinta  del  interesado”.  Dicha
cesión  de  datos  requiere  el  consentimiento  del  interesado,  conforme  a  lo
establecido en el  artículo 11.1 de la misma norma salvo que le resulten de
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aplicación  las  excepciones  contenidas  en  el  número  segundo  del  citado
artículo.  

Dentro de las excepciones señaladas en dicho precepto, a juicio de esta
Agencia, resulta aplicable la contenida en su letra d) según la cual no será
preciso el  consentimiento cuando la comunicación que debe efectuarse tenga
por destinatario a los Jueces y Tribunales en el ejercicio de la funciones que
tengan atribuidas.  Ello sin perjuicio de que otras leyes pudieran amparar dicha
comunicación conforme a lo previsto en el artículo 11.2.a) de dicha norma. 

Ahora bien, de lo señalado en la consulta parece desprenderse  que  los
datos solicitados tienen la consideración de datos tributarios. Esta Agencia ha
venido considerando que las normas reguladoras de los tratamientos y ficheros
tributarios, que deben ser consideradas lex specialis frente a la ley general, que
en este caso sería la Ley Orgánica 15/1999, establecen normas específicas
relacionadas con los supuestos en que será posible la comunicación de los
datos tributarios.

De  este  modo,  si  bien  desde  el  punto  de  vista  de  la  normativa  de
protección de datos la cesión de datos personales que pudiera derivarse de la
comunicación de datos a que la consulta se refiere sería conforme a la Ley
Orgánica  15/1999  en  aplicación  de  lo  previsto  en  su  artículo  11.2.d),  no
compete a esta Agencia determinar si  dicha comunicación resulta asimismo
conforme a lo previsto en la Ley  General Tributaria en tanto que los datos
solicitados  pueden  tener  la  consideración  de  reservados  conforme  a  lo
señalado en el artículo 95 de dicha norma.
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